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Doctor Noriega Leal: 
 
La Auditoría General de la República recibió su requerimiento contenido en correo electrónico del 
16 de junio de 2021, el cual fue radicado con el No. 20212330009592 de la misma fecha y bajo el 
SIA-ATC. 012021000478, en el que consulta: 
 

1. Puede un grupo auditor de la AGR solicitar, revisar y hacer pronunciamientos frente a pruebas 
existentes en procesos de responsabilidad fiscal de una contraloría territorial? 
 
2. Existe reserva legal para los funcionarios auditores de la AGR frente al material probatorio y de 
investigaciones fiscales en los procesos de auditoría que realiza a las contralorías territoriales?, si no es 
así cuál es la norma que les excluye de la reserva legal que tienen las investigaciones de tipo fiscal de los 
entes de control fiscal territorial? 

 
Antes de proceder a dar respuesta a lo planteado, debemos indicar que, teniendo en cuenta las 
funciones constitucionales y legales asignadas a la Auditoría General de la República, no puede 
este ente de control tener injerencia en la toma de decisiones que sean de competencia de las 
entidades vigiladas dado que no le es posible coadministrar o ser juez y parte. Cualquier indicación 
sobre cómo debe desarrollar sus procesos misionales sería coadministración y viciaría la vigilancia 
y el control fiscal que le corresponden ejercer de manera posterior; por tanto, nos abstenemos de 
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emitir conceptos sobre asuntos o situaciones individuales o concretas que puedan llegar a ser 
sometidos a vigilancia, por lo cual, se abordará el tema de manera general y abstracta. 
 
Respecto a la función de la AGR, el sentido, alcance, delimitación y competencia del ejercicio del 
control fiscal en Colombia, la Corte Constitucional se pronunció entre otras en la Sentencia C-1176 
de 2004, señalando: “Por disposición constitucional, la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría 

General de la República le corresponde a la Auditoria, sin que por tal circunstancia, ésta pueda convertirse 
en ente superior de aquella en cuanto al direccionamiento de la vigilancia y control fiscal, pues la 
atribución constitucional conferida a la Auditoria solo se restringe a la vigilancia de la gestión fiscal de la 

Contraloría General, según así lo precisa la propia Constitución …” (Negrilla fuera de texto). 
 
Este Despacho para brindar elementos de juicio que contribuyan al debate académico y permitan 
al consultante dilucidar la problemática planteada traerá a colación las normas, jurisprudencia y 
doctrina referentes que se encuentra al alcance de todos, exponiendo algunas consideraciones 
jurídicas, para así emitir concepto de manera general y abstracta.  
 
Así mismo, le indicamos que de conformidad con el numeral 3 del artículo 18 del Decreto-Ley 272 
de 2000 “Por el cual se determina la organización y funcionamiento de la Auditoría General de la 

República”, es función de la Oficina Jurídica “Emitir los conceptos jurídicos sobre temas de control fiscal y 

administrativos que le sean solicitados por el Auditor General o los requeridos por las demás dependencias 

del organismo”, los cuales abordan los temas de manera general y abstracta, sin que tengan el 
carácter de fuente normativa, buscando solamente orientar y facilitar la aplicación normativa 
jurídica, más no la solución directa al problema jurídico planteado, por lo tanto, no son de 
obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 

1. De la vigilancia y el control fiscal adelantados por la Auditoría General de la República 
 
El artículo 274 de la Constitución Política de Colombia de 1991 modificado por el artículo 5º del 
Acto Legislativo 04 de 2019 “Por medio del cual se reforma el Régimen de Control Fiscal”, crea la figura 
del Auditor General de la República y le asigna la función de la vigilancia de la gestión fiscal de la 
Contraloría General de la República, en los siguientes términos: 
 

Artículo 274. La vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República y de todas las 
contralorías territoriales se ejercerá por el Auditor General de la República, elegido por el Consejo de 
Estado de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia, siguiendo los principios de transparencia, 
publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un periodo de cuatro años.   
(…) 
La ley determinará la manera de ejercer dicha vigilancia a nivel departamental, distrital y municipal.   

 
En desarrollo del mandato constitucional contenido en el artículo 274, el legislador promulgó la 
Ley 330 de 1996 “Por la cual se desarrolla parcialmente el artículo 308 de la Constitución Política y se 

dictan otras disposiciones relativas a las Contralorías Departamentales”, estableciendo: 
 

Artículo 10. Vigilancia de la gestión fiscal de las Contralorías Departamentales. La vigilancia de la gestión 
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fiscal de las Contralorías Departamentales será ejercida por la Auditoría ante la Contraloría General de 
la República. 

 
El Decreto-Ley 272 de 2000 “Por el cual se determina la organización y funcionamiento de la Auditoría 

General de la República”, modificado en algunos aspectos por el Decreto-Ley 403 de 2020 “Por el cual 

se dictan normas para la correcta implementación del Acto Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del 

control fiscal”, establece: 
 

Artículo 2°. [Modificado por el artículo 156 del Decreto-Ley 403 de 2020] Ámbito de competencia. 
Corresponde a la Auditoría General de la República ejercer la vigilancia y el control de la gestión fiscal de 
la Contraloría General de la República y de las contralorías departamentales, distritales, municipales, sin 
excepción alguna, y de los fondos de bienestar social de todas las contralorías, en los términos que 
establecen la Constitución y la ley. 
 
Artículo 5º. Función. Ejercer la vigilancia de la gestión fiscal de los organismos de control señalados en el 
artículo segundo, conforme a los procedimientos, sistemas y principios establecidos en la Constitución, 
para lo cual el Auditor General fijará las políticas, prescribirá los métodos y la forma de rendir cuentas y 
determinará los criterios que deberán aplicarse para la evaluación financiera, de gestión y de resultados, 
entre otros, de conformidad con lo que para el efecto dispone este Decreto.   
 
Artículo 17. [Modificado parcialmente por el artículo 158 del Decreto-Ley 403 de 2020] Funciones del 
Auditor General de la República. Son las siguientes:  
(…) 
2. Prescribir los métodos y la forma en que sus vigilados deben rendir cuentas y determinar los criterios 
de evaluación financiera, operativa y de resultados, entre otros, que deberán aplicarse para el ejercicio 
de la vigilancia de la gestión fiscal y para la evaluación del control fiscal interno.  
(…) 
12. Ejercer la vigilancia y control de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República y de las 
contralorías departamentales, distritales, municipales, sin excepción alguna y de los fondos de bienestar 
social de todas las contralorías. 
(…) 

 
Respecto de la vigilancia y control fiscal por parte de la Auditoría General de la República, la Corte 
Constitucional en sentencia C-1339 del 4 de octubre de 2000 estableció:  
 

La función de control fiscal asignada a la Auditoria comprende principalmente la de determinar 
responsabilidades fiscales en que pueden incurrir los funcionarios que a su vez ejercen el control fiscal en 
las entidades vigiladas. En ello, la Corte coincide con los argumentos de la demandante y del 
interviniente a favor de la Contraloría General de la República. 
 
No obstante, que así como se prevé que la vigilancia del control fiscal del Estado, por parte de las 
contralorías, incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la 
eficiencia, la economía y la equidad (Art. 267, inciso 3), también la vigilancia que sobre éstas ejerce la 
Auditoria debe tener el mismo alcance e intensidad.  
 
A juicio de la Corte, la función de la Auditoria no puede quedar reducida al examen de la simple 
ejecución presupuestal, sino que debe comprender adicionalmente la valoración de la gestión y los 
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resultados de la actividad fiscal que desarrollan las contralorías. 
 

Igualmente esta alta Corte se refirió a la función de la vigilancia fiscal a las contralorías 
departamentales y municipales establecida en el numeral 12 del artículo 17 del Decreto-Ley 272 de 
2000 (primigenio), en los siguientes términos: 
 

Ciertamente el inciso 1 del art. 274 establece que la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría 
General de la República será ejercida por el Auditor; pero en el inciso siguiente se establece que "la ley 
determinará la manera de ejercer dicha vigilancia a nivel departamental, distrital y municipal". Por lo 
tanto, no es inconstitucional que el legislador asigne al mismo órgano especializado que ejerce la 
vigilancia de la gestión fiscal de dicha contraloría, la vigilancia de los órganos que realizan idéntica 
función a nivel departamental, distrital y municipal. 
 
Debe entenderse, que al autorizar la norma sub examine a la Auditoría General para ejercer la vigilancia 
de la gestión fiscal de las contralorías municipales y distritales, lo hace con el fin de darle desarrollo al 
inciso segundo del artículo 274 constitucional, y dentro de esta perspectiva, no resulta aquélla 
reprochable, dada la circunstancia de que cumple apropiadamente con la voluntad del Constituyente en 
el sentido que, por disposición legal, sea la Auditoría General la entidad encargada de ejercer el control 
fiscal sobre los organismos que ejercen esta función a nivel territorial. 
 
Y ello debe ser así, si se escruta el espíritu del mencionado artículo 274, porque de su tenor se infiere que 
el Constituyente se propuso establecer una especie de control fiscal de segundo nivel, que se ejerce, no 
sólo sobre las entidades nacionales o territoriales que manejan fondos o recursos públicos, cuya 
responsabilidad es de las contralorías, sino sobre el manejo de bienes y recursos por estas entidades, 
pues como lo advirtió la Corte en la sentencia C-499/98, ellas también requieren de aportes y de bienes 
del Estado para su funcionamiento y, como cualquier otro organismo público, deben obrar con diligencia, 
responsabilidad y probidad en dicho manejo. 
(…) 
Conforme con lo anterior, a juicio de la Corte, lo que sí carece de respaldado constitucional es que la 
norma acusada disponga que la vigilancia de los organismos de control fiscal territorial se ejerza a 
solicitud de terceros, que desde luego pueden estar o no interesados en dicho control, como es el caso de 
los gobiernos departamental, distrital y municipal o las comisiones permanentes del Congreso o de las 
asambleas o concejos o los ciudadanos, en razón de que la vigilancia de la gestión fiscal por el Auditor, 
sea que se ejerza ante la Contraloría General de la República o frente a los organismos de control fiscal 
territorial, no puede ser facultativa, es decir, no puede ser una función rogada o que dependa de la 
voluntad de terceros, sino indispensable y obligatoria por el notorio interés público que ella envuelve. 
 
No resulta tampoco razonable, por los argumentos antes expuestos, que se exima de control a la 
Contraloría del Distrito Capital de Bogotá. 
 
Por las razones expuestas, se declarará exequible el numeral 12 del art. 17 del decreto 2000 salvo las 
expresiones: "en forma excepcional" y "previa solicitud del gobierno departamental, distrital o municipal; 
de cualquier comisión permanente del Congreso de la República; de la mitad más uno de los miembros 
de las corporaciones públicas territoriales o de la ciudadanía, a través de los mecanismos de 
participación ciudadana que establece la ley. Este control no será aplicable a la Contraloría del Distrito 
Capital de Santafé de Bogotá". 
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De la normatividad y jurisprudencia anotada, se tiene que la Auditoría General de la República 
ejerce la función pública de vigilancia y control de la gestión fiscal a la Contraloría General de la 
República, a las contralorías territoriales (departamentales, distritales y municipales) y a los fondos 
de bienestar social de las contralorías. 
 

2. Del proceso auditor  
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 en su artículo 268 modificado por el Acto Legislativo 
04 de 2019, establece como atribución del Contralor General de la República: 
 

Artículo 268. El Contralor General de la República tendrá las siguientes atribuciones: 
(…) 
12. Dictar normas generales para armonizar los sistemas de control fiscal de todas las entidades públicas 
del orden nacional y territorial; y dirigir e implementar, con apoyo de la Auditoría General de la 
República, el Sistema Nacional de Control Fiscal, para la unificación y estandarización de la vigilancia y 
control de la gestión fiscal. 
(…)  

 
La Ley 1474 de 2011 “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 

investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”, establece 
como una medida para el fortalecimiento del ejercicio de la función de control fiscal en el nivel 
territorial: 
 

Artículo 130. Metodología para el proceso auditor en el nivel territorial. La Contraloría General de la 
República, con la participación de representantes de las Contralorías territoriales a través del Sistema 
Nacional de Control Fiscal - Sinacof, facilitará a las Contralorías Departamentales, distritales y 
municipales una versión adaptada a las necesidades y requerimientos propios del ejercicio de la función 
de control fiscal en el nivel territorial de la metodología para el proceso auditor, se encargará de su 
actualización y apoyará a dichas entidades en el proceso de capacitación en el conocimiento y manejo de 
esta herramienta. La Auditoría General de la República verificará el cumplimiento de este mandato legal. 

 
En desarrollo del mandato legal, la Contraloría General de la República a través del Sistema 
Nacional de Control Fiscal – SINACOF y con la participación de las contralorías territoriales, elaboró 
la Guía de Auditoría Territorial – GAT de noviembre de 2012, como “… una herramienta útil, que permite 

unificar criterios y conceptos para el ejercicio del proceso auditor en cada una de las fases de planeación, 
ejecución e informe, a fin de obtener resultados, con la calidad y el tiempo requeridos”. 
 
Esta Guía de Auditoría Territorial versión 2012, fue sustituida por la versión de noviembre de 2019 
en desarrollo del Convenio Interadministrativo No. 171 del 1º de marzo de 2019 integrando el 
marco de las Normas Internacionales de las Entidades Fiscalizadoras Superiores – ISSAI  
(International Standards of Supreme Audit Institutions), expedidas por la Organización Mundial de 
Entidades Superiores de Fiscalización – INTOSAI (International Organization of Supreme Audit 
Institutions). Finalmente, esta Guía de Auditoría Territorial, fue actualizada con la versión 2.1 de 
noviembre de 2020, a fin de armonizarla con las disposiciones del Decreto-Ley 403 de 2020. Tanto 
la GAT 2019 como la GAT 2020 en el numeral 1.2.2, definen la auditoría en los siguientes términos: 
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1.2.2 Definición de auditoría 
 
La auditoría y las demás actuaciones de fiscalización que adelantan las Contralorías Territoriales, se 
describen como un proceso sistemático en el que, de manera objetiva, se obtiene y se evalúa la evidencia 
para determinar si la información o las condiciones reales están de acuerdo con los criterios establecidos. 
 
Proporciona evaluaciones independientes y objetivas concernientes a la administración y el desempeño 
de los sujetos, políticas, programas u operaciones gubernamentales, para determinar el cumplimiento de 
los principios de la gestión fiscal, en la prestación de servicios o provisión de bienes Públicos, y en 
desarrollo de los fines constitucionales y legales del Estado, de manera que le permita a las Contralorías 
Territoriales fundamentar sus opiniones y conceptos. 
 
Todas las auditorías del sector público parten de objetivos que deben ser distintos, dependiendo del tipo 
de auditoría y de manera particular teniendo en cuenta el sector, tipo de entidad, proceso o tema a 
evaluar. (…) 

 
El Decreto-Ley 403 de 2020 “Por el cual se dictan normas para la correcta implementación del Acto 

Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control fiscal”, define de manera clara la vigilancia y el 
control fiscal así: 
 

Artículo 2. Definiciones. Para los efectos de la vigilancia y el control fiscal se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones: 
 
Vigilancia fiscal: Es la función pública de vigilancia de la gestión fiscal de la administración y de los 
particulares o entidades que manejen fondos o bienes públicos, que ejercen los órganos de control fiscal 
de manera autónoma e independiente de cualquier otra forma de inspección y vigilancia administrativa. 
Consiste en observar el desarrollo o ejecución de los procesos o toma de decisiones de los sujetos de 
control, sin intervenir en aquellos o tener injerencia en estas, así como con posterioridad al ejercicio de la 
gestión fiscal, con el fin de obtener información útil para realizar el control fiscal. 
 
Control fiscal: Es la función pública de fiscalización de la gestión fiscal de la administración y de los 
particulares o entidades que manejen fondos o bienes públicos, que ejercen los órganos de control fiscal 
de manera autónoma e independiente de cualquier otra forma de inspección y vigilancia administrativa, 
con el fin de determinar si la gestión fiscal y sus resultados se ajustan a los principios, políticas, planes, 
programas, proyectos, presupuestos y normatividad aplicables y logran efectos positivos para la 
consecución de los fines esenciales del Estado, y supone un pronunciamiento de carácter valorativo sobre 
la gestión examinada y el adelantamiento del proceso de responsabilidad fiscal si se dan los 
presupuestos para ello. 
 
El control fiscal será ejercido en forma posterior y selectiva por los órganos de control fiscal, sin perjuicio 
del control concomitante y preventivo, para garantizar la defensa y protección del patrimonio público en 
los términos que establece la Constitución Política y la ley. 
(…) 

 
Así mismo, redefine los sistemas de control fiscal así: 
 

Artículo 45. Sistemas de control fiscal. Para el ejercicio de la vigilancia y el control fiscal se podrán aplicar 
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sistemas de control como el financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, la revisión de cuentas y la 
evaluación del control interno, de acuerdo con lo previsto en el presente título. 
 
Los sistemas de control podrán aplicarse en forma individual, combinada o total. Igualmente se podrá 
recurrir a cualesquiera otro generalmente aceptado. 
 
Parágrafo. Otros sistemas de control, que impliquen mayor tecnología, eficiencia y seguridad, podrán ser 
adoptados por la Contraloría General de la República, mediante reglamento especial. 
 
Artículo 47. Control de legalidad. El control de legalidad es la comprobación que se hace de las 
operaciones financieras, administrativas, económicas y de otra índole de una entidad para establecer 
que se hayan realizado conforme a las normas que le son aplicables. 
 
Artículo 48. Control de gestión. El control de gestión es el examen de la eficiencia y eficacia de las 
entidades en la administración de los recursos públicos, determinada mediante la evaluación de sus 
procesos administrativos, la utilización de indicadores de rentabilidad pública y desempeño y la 
identificación de la distribución del excedente que éstas producen, así como de los beneficiarios de su 
actividad. 
 
Artículo 49. Control de resultados. El control de resultados es el examen que se realiza para establecer en 
qué medida los sujetos de la vigilancia logran sus objetivos y cumplen los planes, programas y proyectos 
adoptados por la administración, en un período determinado. 

 
Este Despacho en el concepto 110.043.2019 (Radicado No: 20191100026101 del 26-08-2019) 
respecto de la auditoría (proceso auditor), dijo: 
 

La auditoría es un proceso metódico que evalúa la gestión y los resultados fiscales mediante la aplicación 
de los sistemas de control fiscal, para determinar el cumplimiento de los principios fiscales en la 
prestación de servicios o provisiones de bienes públicos en desarrollo de los fines esenciales del Estado. 
 
Su alcance es determinar la cobertura en materia de entes, asuntos y recursos públicos a auditar en una 
vigencia fiscal determinada, de conformidad con las políticas y lineamientos institucionales y la matriz de 
riesgo fiscal. 
 
Los informes de auditoría son dictámenes de los entes de vigilancia y control fiscal que recaen sobre la 
gestión fiscal de la administración, que consignan las observaciones tanto positivas como negativas para 
la entidad auditada, algunas de las cuales se constituyen en hallazgos que pueden dar lugar a la 
apertura de acciones fiscales, disciplinarias y penales, entre otras, las que tendrán lugar por fuera de la 
auditoria y serán llevadas a cabo por los organismos encargados por la Constitución Política y la Ley 
para tal fin. 
 
El alcance de la auditoría contempla el análisis de los riesgos, con el propósito de identificar los procesos 
críticos a auditar el cual se establecen dentro del Plan General Auditorías, cualquier modificación que se 
realicen al programa y cronograma de deben constar en acta de mesa de trabajo, registrando 
claramente los modificados y la justificación de los mismos. 

 
En ejercicio de las funciones establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 17 del Decreto-Ley 
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272 de 2000, el Auditor General de la República expidió la Resolución Orgánica No. 002 de 2019 
“Por la cual se adopta el Manual del Proceso Auditor MPA Versión 9.1 de la Auditoría General de la 

República”; Manual bajo cuyas directrices, la Auditoría General de la República, adelanta los 
procesos auditores a sus sujetos vigilados. 
 

3. Del proceso de responsabilidad fiscal 
 
El proceso de responsabilidad fiscal se encuentra definido en la Ley 610 de 2000 “Por la cual se 

establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías”, en los 
siguientes términos: 
 

Artículo 1º. Definición. El proceso de responsabilidad fiscal es el conjunto de actuaciones administrativas 
adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los 
servidores públicos y de los particulares, cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, 
causen por acción u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado. 

 
El artículo 2º de la norma ídem, establece los principios bajo los cuales se orienta este proceso: 
 

Artículo 2º. Principios orientadores de la acción fiscal. En el ejercicio de la acción de responsabilidad 
fiscal se garantizará el debido proceso y su trámite se adelantará con sujeción a los principios 
establecidos en los artículos 29 y 209 de la Constitución Política y a los contenidos en el Código 
Contencioso Administrativo. 

 
El artículo 29 de la Constitución Política, consagra el derecho fundamental al debido proceso en los 
siguientes términos: 
 

Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.  
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 
tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.  
 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable.  
 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 
sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante 
la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 
pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no 
ser juzgado dos veces por el mismo hecho.  
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 

 
El artículo 209 ibídem, establece los principios de la función administrativa así: 
 

Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
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publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones.  
 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los 
fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se 
ejercerá en los términos que señale la ley. 

 
La Ley 1474 de 2000 “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 

investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública.”, en sus 
artículos 97 a 109, determina el trámite para los procesos de responsabilidad fiscal que se 
adelantan por el procedimiento verbal; así mismo, en los artículos 110 a 120, establece 
disposiciones comunes al procedimiento ordinario (modificando algunas disposiciones de la Ley 
610 de 2000) y al procedimiento verbal. Esta Ley en sus artículos 100, 101 y 110 también fue 
modificada por el Decreto-Ley 403 de 2020. El artículo 97 determina: 
 

Artículo 97. Procedimiento verbal de responsabilidad fiscal. El proceso de responsabilidad fiscal se 
tramitará por el procedimiento verbal que crea esta ley cuando del análisis del dictamen del proceso 
auditor, de una denuncia o de la aplicación de cualquiera de los sistemas de control, se determine que 
están dados los elementos para proferir auto de apertura e imputación. En todos los demás casos se 
continuará aplicando el trámite previsto en la Ley 610 de 2000.  
 
El procedimiento verbal se someterá a las normas generales de responsabilidad fiscal previstas en la Ley 
610 de 2000 y en especial por las disposiciones de la presente ley. 

 
El Título XIII del Decreto-Ley 403 de 2020 “Por el cual se dictan normas para la correcta implementación 

del Acto Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control fiscal” denominado “FORTALECIMIENTO DEL 

PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL”, introduce modificaciones al proceso de responsabilidad fiscal 
en lo referente a: i) objeto de la responsabilidad fiscal, ii) elementos de la responsabilidad fiscal, iii) 
el daño patrimonial, iv) la caducidad de la acción fiscal, v) limites en las medidas cautelares, 
suspensión de términos, vi) unidad procesal y conexidad, vii) indagación preliminar, viii) grado de 
consulta, ix) reserva y expedición de copias, x) saneamiento de nulidades, xi) defensa del 
implicado, xii) notificaciones y traslados, xiii) trámite segunda instancia, xiv) audiencias, xv) 
instancias, xvi) terminación de la acción fiscal por costo beneficio, y xvii) beneficios por 
colaboración. 
 
En cuanto al control fiscal que la Auditoría General de la República realiza en la revisión de los 
procesos de responsabilidad fiscal adelantados por las contralorías, la Sala de Consulta y Servicio 
Civil del Consejo de Estado se pronunció de manera amplia en el concepto 1392 del 28 de febrero 
de 2002, del cual extraemos lo siguiente de manera puntual, sin embargo se recomienda la 
revisión del mismo: 
 

De acuerdo con lo previsto por la ley 610 de 2000, la resolución trascrita  y la sentencia de la Corte 
Constitucional, la Sala entiende que la reserva de toda indagación preliminar adelantada por el órgano 
vigilado y de los procesos de responsabilidad fiscal efectuados por las contralorías, no es oponible a la 
Auditoria General de la República, en su condición de autoridad competente para adelantar la función 
controladora como actuación administrativa, esto es, el control de la gestión fiscal de aquellas; pero 
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debe decirse que tal facultad de conocer dichas actuaciones no proviene de la Resolución 026 transcrita, 
sino del aparte final del primer inciso del artículo 20 de la ley 610 de 2000 antes citado; por tanto, es el 
legislador el que le confiere a la Auditoria General la facultad de conocer,  sin que le sea oponible 
reserva, las mencionadas actuaciones de las contralorías. 
 
1. El límite de las funciones de la Auditoria General de la República, respecto de la revisión de cualquier 

proceso de responsabilidad fiscal adelantado por las contralorías sujetas a su control, está previsto 
en las competencias que le asigna el legislador especialmente en los artículos 9 a 19 de la ley 42 de 
1993. Su objeto es la protección del patrimonio público asignado a la contraloría vigilada, mediante 
la evaluación de la gestión fiscal cumplida por ella; por consiguiente, no le corresponde ser instancia 
de revisión de las actuaciones procesales en cada expediente a manera de control jerárquico, de 
legalidad o disciplinario, pues, dichas funciones corresponden, por disposición constitucional, a la 
jurisdicción contencioso administrativa, a la Procuraduría General de la Nación o a la contraloría 
vigilada, en su condición de nominadora, sobre las actuaciones de sus funcionarios, todo sin 
perjuicio del cumplimiento del deber legal de denunciar los hechos que puedan ser constitutivos de 
delitos o de faltas disciplinarias y de los cuales tenga conocimiento en razón de sus funciones. 
 

2. La Auditoría General de la República, puede en ejercicio de la vigilancia de la gestión fiscal en las 
contralorías nacional, departamentales, distritales y municipales, acceder a los expedientes 
contentivos de los procesos de responsabilidad fiscal, observando el carácter posterior y selectivo 
impuesto constitucional y legalmente. 
(…) 
  

3. y 4  La Auditoría General de la República, puede en el cumplimiento y ejercicio de su funciones de 
vigilancia de la gestión fiscal, acceder a los procesos de responsabilidad fiscal y, además, solicitar 
con carácter obligatorio información relevante para el ejercicio de ellas, sobre el desarrollo de 
aquellos procesos seleccionados, ya que la reserva prevista en la ley 610 de 2000 no le es oponible, 
por cuanto ella no se extiende a las autoridades competentes para adelantar actuaciones de control 
administrativo, como lo es el desarrollado por dicho organismo y conforme a sus atribuciones 
legales previstas en el artículo 17 numeral 5º del decreto ley 272 de 2000. 
 
Si el funcionario del organismo vigilado no rinde el informe, o no lo hace en la forma y oportunidad 
exigidos, u obstaculiza las investigaciones y actuaciones que adelanta la Auditoria, dentro de la 
órbita de su competencia, ésta puede adelantarle proceso administrativo sancionatorio por esa 
causa, de acuerdo con lo prescrito por los artículos 100 y 101 de la ley 42 de 1993. 
 
Así, el deber de guardar reserva sobre la información obtenida en el ejercicio del control fiscal, 
prevista en la ley 610 de 2000, artículo 20, y en la resolución Orgánica No 026 de julio 31 de 2001, 
no le es oponible a la Auditoria General, en su calidad de autoridad competente para adelantar la 
vigilancia de la gestión fiscal de las contralorías sujetas a su control. 
 

5. La Auditoría General de la República tiene competencia para ejercer vigilancia de la gestión fiscal 
(comprendida en ella tanto la vigilancia sobre los recursos asignados y sobre las cuentas de las 
contralorías distritales y municipales, como sobre los procesos de responsabilidad fiscal por ellas 
adelantados y el recaudo de las sumas deducidas a cargo de los responsables); por consiguiente, 
puede ejercer control posterior, selectivo o muestral, de los procesos de responsabilidad fiscal que se 
adelantan en esas contralorías. 
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La evaluación del desempeño del control interno de dichas contralorías es parte integrante de la 
vigilancia de la gestión fiscal, conforme a la definición del artículo 18 de la ley 42 de 1993, sin que en 
el ejercicio de tal atribución pueda excederse a fin de emitir concepto de fondo sobre tales procesos. 
 
En desarrollo y cumplimiento de sus funciones estará obligada a guardar la reserva sobre todo 
aquello que por ley la tenga.  

 
En cuanto al control fiscal (auditoría) a los procesos de responsabilidad fiscal, este Despacho trae a 
colación el concepto 110.026.2018 (Radicado No: 20181100011501 del 23 de abril de 2018) 
emitido en respuesta a solicitud anterior suya en este tema; concepto en el cual se relaciona in 
extenso lo dicho por el Despacho en los conceptos 110.059.2007 (N.U.R. 100-1-3456 del 18 de 
septiembre de 2007) y 110.015.2016 (Radicado No: 20161100022051 del 13 de julio de 2016) y en 
el que entre otras, se concluyó: 
 

La Oficina Jurídica de la AGR considera en ese orden de ideas, que el ente fiscalizador es independiente y 
autónomo, lo cual excluye cualquier tipo de participación de esta entidad en el desarrollo de las 
funciones que le han sido encomendados a los referidos organismos. La autonomía conlleva capacidad 
de decisión y de ejercicio de la función encomendada, sin ninguna clase de injerencia, participación o 
intervención de ningún otro organismo o entidad; su reconocimiento conlleva facultad para actuar y 
decidir autónomamente, dentro del marco de la Constitución y la ley, sin sujeción a ninguna clase de 
parámetros externos distintos de los señalados por el propio ordenamiento jurídico.  

 
3. De la reserva en el proceso de responsabilidad fiscal 

 
El artículo 74 de la Constitución Política, establece: 
 

Artículo 74. Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que 
establezca la ley.  
 
El secreto profesional es inviolable.  

 
La ley 190 de 1995 “Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la administración 

pública y se fijan disposiciones con el objeto de erradicar la corrupción administrativa”, determina: 
 

Artículo 33. Harán parte de la reserva las investigaciones preliminares, los pliegos y autos de cargos que 
formulen la Procuraduría General de la Nación y demás órganos de control dentro de los procesos 
disciplinarios y de responsabilidad fiscal, lo mismo que los respectivos descargos; los fallos serán 
públicos. 
 
Lo anterior se entenderá sin perjuicio de que el investigado tenga acceso a la investigación, desde los 
preliminares. (…) 

 
La Corte Constitucional en la sentencia C-038 del 5 de febrero de 1996, sobre la constitucionalidad 
de la norma transcrita, se pronunció así: 
 

(…) Si el desempeño del poder, en los distintos ámbitos del Estado, fuera clandestino y secreto, no sería 
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posible que el ciudadano pudiera "participar en la conformación, ejercicio y control del poder político" 
(C.P. art. 40). La publicidad de las funciones públicas (C.P. art. 209), es la condición esencial del 
funcionamiento adecuado de la democracia y del Estado de derecho; sin ella, sus instituciones mutan de 
naturaleza y dejan de existir como tales. 
(…) 
La disposición demandada ha introducido una restricción desproporcionada para el ejercicio de los 
mentados derechos fundamentales y será, por lo tanto, declarada exequible sólo bajo el entendido de 
que la reserva deberá levantarse tan pronto se practiquen las pruebas a que haya lugar y, en todo caso, 
una vez expire el término general fijado por la ley para su práctica. En estas condiciones, el público puede 
libremente ser informado sobre los cargos y los descargos y las pruebas que los sustentan y, para el 
efecto, acceder al respectivo expediente, inclusive antes de que se expida el fallo de primera instancia, lo 
cual asegura que si a raíz del escrutinio público surgen nuevos elementos de prueba éstos podrán ser 
aportados antes de que se adopte la decisión final. Debe quedar claro que a partir del indicado 
momento, independientemente de los incidentes y trámites posteriores, toda la actuación ulterior se 
torna pública. Con el objeto de prevenir que la mora, dolosa o culposa, de los funcionarios 
investigadores, postergue indebidamente el momento de la publicidad de las investigaciones en curso - 
en cuyo conocimiento se cifra un insoslayable interés público -, la exequibilidad del precepto examinado 
se condiciona a que la reserva se levante tan pronto se practiquen las pruebas o con independencia de la 
actuación cumplida, expire el término general señalado en la ley para hacerlo, el cual tiene carácter 
perentorio. Como consecuencia de este pronunciamiento, pero bajo la misma condición, se declarará la 
exequibilidad de los parágrafos primero y tercero del mismo artículo. 

 
La Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo” – CPACA, en título sustituido por la Ley 1755 de 2015, establece: 
 

Artículo 27. Inaplicabilidad de las excepciones. El carácter reservado de una información o de 
determinados documentos, no será oponible a las autoridades judiciales, legislativas, ni a las 
autoridades administrativas que siendo constitucional o legalmente competentes para ello, los soliciten 
para el debido ejercicio de sus funciones. Corresponde a dichas autoridades asegurar la reserva de las 
informaciones y documentos que lleguen a conocer en desarrollo de lo previsto en este artículo.   

 
La Corte Constitucional en la sentencia C-951 del 4 de diciembre de 2014 respecto al proyecto de 
ley que dio origen a la Ley 1755 de 2015, respecto del artículo 27 anotado, dijo: 
 

En primer lugar, no se trata de la solicitud de cualquier autoridad, sino de aquella facultada de forma 
específica para ello. La aparente generalidad con que la disposición se refiere a autoridades "judiciales, 
legislativas y administrativas", no lo es en realidad, toda vez que la misma norma estatutaria estipula 
que la solicitud de información o documentos reservados debe provenir de autoridades(i) constitucional 
y legalmente competentes para ello y que (ii) debe tener conexidad con el ejercicio de las funciones de 
estas autoridades. En otras palabras, no es que la inoponibilidad de la reserva pueda invocarse por 
cualquier autoridad judicial, legislativa o administrativa para cualquier asunto y sin mayor motivación; 
por el contrario, el levantamiento de la reserva que implica la solicitud de tales funcionarios exige que se 
trate de cuestiones relacionadas con sus funciones, esto es, con las competencias que ostentan y que 
dicha información la requieren para su debido ejercicio. 
 
En cuanto al primer requisito, referente a la competencia de la autoridad, hay que distinguir entre las dos 
categorías de información: pública y privada, en la medida que el acceso a la información pública 
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configura un derecho fundamental consagrado en el artículo 74 de la Constitución, que se rige por el 
principio de máxima publicidad y su restricción es una excepción, mientras que la información y 
documentos privados, como su denominación lo indica, no son de acceso público, en virtud de lo 
estipulado en el artículo 15 de la Carta Política y solo en las situaciones previstas en este precepto es 
posible acceder a dicha información y documentos. 
 
En efecto, el artículo 15 de la Constitución consagra la inviolabilidad de los documentos privados en 
consonancia con el derecho a la intimidad. Al mismo tiempo, establece tres supuestos en los cuales no se 
puede oponer a las autoridades la reserva sobre documentos privados, cuales son, los requeridos para 
efectos: 1) tributarios; 2) judiciales; e 3) inspección, vigilancia e intervención del Estado. Esto significa, 
que constitucionalmente, las autoridades que pueden tener ese acceso privilegiado a información y 
documentos reservados, son únicamente las autoridades tributarias, las que ejercen funciones judiciales 
y aquellas autoridades administrativas que ejercen funciones de inspección, vigilancia y control. Al 
respecto, cabe observar que la expresión "autoridades administrativas" contenida en el artículo 27 
corresponde a un género dentro de la administración pública que incluye a los organismos de control. 
(…) 
Con referencia al segundo requisito, debe reiterarse que según lo previsto en la misma norma 
estatutaria, esta facultad para acceder al ámbito privado que se sustrae del conocimiento público, se 
circunscribe a aquellos asuntos que tengan relación con procesos y actuaciones específicas de las que 
esté conociendo la autoridad en desarrollo de sus funciones y no de manera general, indeterminada o 
integral a todas las materias protegidas por la reserva. Es decir, que no basta que la petición de 
información reservada sea efectuada por la autoridad competente, sino también que se refiera a un 
asunto específico del que esté conociendo dentro de su esfera de competencia, para el cual requiere de 
dicha información o documentos. 
(…) 
Una interpretación concordante con esos criterios, conduce a considerar que la inoponibilidad de la 
reserva -como excepción a la excepción- en el caso de la información y documentos privados, no puede 
invocarse por cualquier autoridad administrativa, sino que tiene tratarse de aquellas que caben en las 
funciones enumeradas en el artículo 15 de la Constitución, esto es, funciones judiciales, tributarias, de 
inspección, vigilancia y control del Estado y que persigan finalidades constitucionalmente legítimas, 
necesarios para el cumplimiento de las funciones a su cargo, idóneos, razonables y proporcionados para 
su consecución. 

 
El artículo 20 de la Ley 610 de 2000 modificado por el artículo 133 del Decreto-Ley 403 de 2020, 
establece: 
 

Artículo 20. Reserva y expedición de copias. Las actuaciones adelantadas durante la indagación 
preliminar y el proceso ordinario o verbal de responsabilidad fiscal son reservadas hasta que se culmine 
el período probatorio establecido para su práctica. 
 
En consecuencia, ningún funcionario podrá suministrar información, ni expedir copias de piezas 
procesales, salvo que las solicite autoridad competente para conocer asuntos judiciales, disciplinarios, 
fiscales o administrativos. 
 
El incumplimiento de esta obligación constituye falta disciplinaria, la cual será sancionada por la 
autoridad competente con multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos mensuales. 
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Los sujetos procesales tendrán derecho a obtener copia de la actuación para su uso exclusivo y el 
ejercicio de sus derechos, con la obligación de guardar reserva sin necesidad de diligencia especial. 
Mediante constancia simple se registrará la actuación y su comunicación al solicitante, la cual se 
incorporará al expediente. 
 
(Negrilla fuera de la norma) 

 
La norma transcrita indica que la reserva tanto en la indagación preliminar como en el proceso de 
responsabilidad fiscal, se predica hasta la culminación del periodo probatorio; igualmente que 
dicha reserva no opera para las autoridades que tengan competencia para conocer asuntos 
administrativos que tengan que ver con dicho proceso. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-477 del 09 de mayo de 2001 , declara la exequibilidad del 
primigenio artículo 20 de la Ley 610 de 2001 “bajo el entendido que la reserva a que se refiere deberá 

levantarse tan pronto se practiquen efectivamente las pruebas a que haya lugar y, en todo caso, una vez 
expire el término general fijado por la ley para su práctica, salvo las expresiones “hasta su culminación” y 

“hasta no terminarse el proceso de responsabilidad fiscal”, que se declaran INEXEQUIBLES.”, en la que 
reitera la posición adoptada en la sentencia C-038 de 1996, anotando entre otras: 
 

7. Refiriéndose concretamente a la reserva que dentro del proceso disciplinario y fiscal introducía la 
disposición acusada, la Corte vertió los siguientes conceptos: 
 

(…) 
“La finalidad de la fórmula legal, en modo alguno, quebranta la Carta. El objetivo de asegurar la 
publicidad de la actuación estatal, sin que ello implique un riesgo alto para la eficacia e 
imparcialidad de las investigaciones en curso y para el derecho a la presunción de inocencia de las 
personas involucradas, no merece reproche constitucional. La publicidad, la eficacia, la 
imparcialidad y la presunción de inocencia, constituyen mandatos constitucionales que vinculan al 
legislador. 
 
“La medida legal, de otra parte, es apta para lograr la finalidad perseguida. En efecto, la decisión de 
autorizar la publicidad sólo después de emitido el fallo, permite su divulgación y, a la vez, evita que 
la investigación pueda fracasar como consecuencia de su prematura revelación y que, por esta 
misma causa, sufra injustificada mengua la presunción de inocencia de los inculpados. 
(…) 
“Se comprende que las investigaciones preliminares, se sujeten a reserva. Sin existir un grado 
razonable de certeza sobre la comisión y autoría de la falta, la publicidad, puede afectar su 
desarrollo y anticipar sin justa causa imputaciones personales. Inclusive, hasta que se reciban los 
descargos por parte de las personas inculpadas y se practiquen las pruebas a que haya lugar, podría 
fundamentarse la reserva en los aludidos principios de la eficiencia y de la presunción de inocencia. 
Sin embargo, a partir de este punto, mantener el secreto, se estima excesivo desde el punto de vista 
del necesario y legítimo derecho ciudadano al control del ejercicio del poder público. Si bien no se ha 
impuesto una sanción, se tiene ya un completo conocimiento de los hechos, funcionarios 
involucrados, cargos elevados y defensas interpuestas. Si en este momento, se levanta la reserva, no 
hay riesgo de que la información pueda no ser imparcial, objetiva y plural. 
 
“La disposición demandada ha introducido una restricción desproporcionada para el ejercicio de los 
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mentados derechos fundamentales y será, por lo tanto, declarada exequible sólo bajo el entendido 
de que la reserva deberá levantarse tan pronto se practiquen las pruebas a que haya lugar y, en 
todo caso, una vez expire el término general fijado por la ley para su práctica. En estas condiciones, 
el público puede libremente ser informado sobre los cargos y los descargos y las pruebas que los 
sustentan y, para el efecto, acceder al respectivo expediente, inclusive antes de que se expida el fallo 
de primera instancia, lo cual asegura que si a raíz del escrutinio público surgen nuevos elementos de 
prueba éstos podrán ser aportados antes de que se adopte la decisión final. Debe quedar claro que a 
partir del indicado momento, independientemente de los incidentes y trámites posteriores, toda la 
actuación ulterior se torna pública. Con el objeto de prevenir que la mora, dolosa o culposa, de los 
funcionarios investigadores, postergue indebidamente el momento de la publicidad de las 
investigaciones en curso - en cuyo conocimiento se cifra un insoslayable interés público -, la 
exequibilidad del precepto examinado se condiciona a que la reserva se levante tan pronto se 
practiquen las pruebas o con independencia de la actuación cumplida, expire el término general 
señalado en la ley para hacerlo, el cual tiene carácter perentorio. Como consecuencia de este 
pronunciamiento, pero bajo la misma condición, se declarará la exequibilidad de los parágrafos 
primero y tercero del mismo artículo. Sobre el conjunto de las disposiciones que se declararán 
exequibles, falta señalar que no era necesario recurrir al trámite dispuesto para las leyes 
estatutarias, en razón de que simplemente se trataba de establecer algunos deberes anejos al 
ejercicio de la función pública de control. [3] (Negrillas por fuera del original). 

 
Respecto de la reserva en el proceso de responsabilidad fiscal, este Despacho trae a colación lo 
dicho en el concepto 1100.029.2019 (Radicado No: 20191100016391 del 31 de mayo de 2019) en 
respuesta a consulta suya respecto a la reserva para la oficina de control interno de dicha 
Contraloría: 
 

Este artículo [20 de la Ley 610 de 2000] fue declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-477-01 de 9 de mayo de 2021, Magistrado Ponente Dr. Marco Gerardo 
Monroy cabra, ‘bajo el entendido que la reserva a que se refiere deberá levantarse tan pronto se 
practiquen efectivamente las pruebas a que haya lugar y, en todo caso, una vez expire el término 
general fijado por la ley para su práctica’, salvo los apartes tachados declarados INEXEQUIBLES. 
 
Salvo la reserva establecida en el artículo 20 de la Ley 610 de 2000, no se encuentra otra reserva 
legal expresa sobre los procesos objeto de esta consulta. 

 
Finalmente, traemos a colación el principio de la inoponibilidad en el acceso de la información 
establecida en el literal k) del artículo 3º del Decreto-Ley 403 de 2020, en los siguientes términos: 
 

Artículo 3. Principios de la vigilancia y el control fiscal. La vigilancia y el control fiscal se 
fundamentan en los siguientes principios: 
(…) 
k) Inoponibilidad en el acceso a la información. En virtud de este principio, los órganos de control 

fiscal podrán requerir, conocer y examinar, de manera gratuita, todos los datos e información 
sobre la gestión fiscal de entidades públicas o privadas, exclusivamente para el ejercicio de sus 
funciones sin que le sea oponible reserva alguna. 

(…) 

 
4. Conclusiones 
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De conformidad con la normatividad, jurisprudencia y conceptualización anotada anteriormente 
respecto a los temas consultados, podemos concluir: 
 
i) El proceso de responsabilidad fiscal se encuentra contenido en la Ley 610 de 2000 para el 

trámite ordinario y en la Ley 1474 de 2011 para el procedimiento verbal. Este proceso tiene 
como finalidad determinar y establecer la responsabilidad fiscal para posteriormente dentro 
de él o a través de la jurisdicción coactiva, obtener el resarcimiento del daño causado al 
patrimonio público. Este proceso se desarrolla bajo los principios constitucionales del debido 
proceso y de aquellos correspondientes a la función administrativa. 
 

ii) El control fiscal es la función de fiscalización de la gestión fiscal sobre los fondos y bienes 
públicos, ejercida por los organismos de control fiscal (contraloría nacional y territoriales y 
Auditoría General), la cual se materializa a través de, entre otros, el proceso auditor que es el 
proceso a través del cual el organismo de control fiscal evalúa la gestión fiscal, la eficiencia y 
eficacia en la prestación del servicio asignado, el cumplimiento de los principios de la gestión 
fiscal y con ello los resultados en el cumplimiento de los fines del estado. Algunos de los 
sistemas de control fiscal son el de legalidad, el de gestión y el de resultados. 

 
iii) El control fiscal ejercido por la Auditoría General de la República sobre sus sujetos de control 

(contraloría nacional, contralorías territoriales y fondos de bienestar social de las 
contralorías), es el mismo que desarrollan las contralorías del país, con sus mismas 
características, alcance e intensidad, bajo los parámetros establecidos por el Auditor General 
(Manual del Proceso Auditor – MPA). 
 

iv) El control fiscal ejercido por la Auditoría General de la República sobre los procesos de 
responsabilidad fiscal adelantados por las diferentes contralorías, se realiza a través de los 
diferentes sistemas de control fiscal: financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, 
mediante la revisión de la cuenta y mediante la evaluación del control interno; pudiéndose 
aplicar todos ellos, combinándolos o de manera individual, según se programe y planee el 
ejercicio auditor a realizar. 
 

v) El control fiscal de la AGR sobre los procesos de responsabilidad fiscal adelantados por las 
diferentes contralorías, no tiene el alcance de ser instancia de revisión de la legalidad o validez 
de la actuación procesal lo cual corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, 
debiendo apuntar este control fiscal, a establecer la eficiencia, eficacia y economía de las 
funciones en desarrollo del proceso y los resultados en el logro de los objetivos del mismo.  

 
vi) Por disposición legal, la reserva en las actuaciones del proceso de responsabilidad fiscal se 

predica hasta la finalización del periodo probatorio, sin embargo, dicha reserva no aplica para 
las autoridades judiciales, disciplinarias, fiscales o administrativas en el ejercicio de sus 
funciones. Por lo anterior y en el entendido que el proceso de control fiscal (proceso auditor) 
es una actuación administrativa propia de los organismos de control fiscal, y dentro de ellos 
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de la AGR, para ella no opera tal reserva, siempre y cuando la información solicitada respecto 
del proceso de responsabilidad fiscal, sea para efectos de la vigilancia y el control fiscal 
aplicado; dejando a salvo que si en el ejercicio de esta función pública de vigilancia y control 
fiscal se advierten hechos o situaciones que puedan constituir delitos o faltas disciplinarias, en 
cumplimiento de la disposición legal del numeral 24 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, sea 
puesta en conocimiento de la autoridad competente  

 
En los anteriores términos consideramos atendidas sus inquietudes, esperando haber dado 
claridad sobre las mismas, anotando que el presente concepto se emite en los términos del 
artículo 28 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA) sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015 “Por 

medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, con carácter orientador tal como lo 
determina la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo de Consejo de Estado en 
Auto del 19 de mayo de 2016 dentro del expediente radicado 20392 - 25000-23-37-000-2012-
00320-01: 
 

"...el artículo 253 del Decreto 01 de 1984 (hoy regulado en términos similares por el artículo 28 de la Ley 
1437 de 2011) prevé la consulta como una forma de ejercer el derecho de petición. La respuesta que da la 
administración se llama concepto y, en general, nace de la obligación de atender solicitudes de 
información sobre las materias que tiene a cargo. Los conceptos sirven para orientar a los asociados 
sobre alguna cuestión que puede afectarlos. Pero eso no indica que siempre se trate de una 
manifestación unilateral de voluntad y, por ende, capaz de producir algún efecto jurídico general y 
abstracto. De hecho, los conceptos que emite la administración en relación con las materias que tienen 
a cargo no comprometen su responsabilidad ‘ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución’" 
(Negrilla fuera de texto) 

 
Igualmente le informamos que el Presidente de la República en uso de facultades constitucionales, 
mediante el Decreto-Legislativo 491 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas de urgencia para 

garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares 
que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de 

prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica”, amplió 
el término para la resolución de las consultas presentadas por los ciudadanos, así: 
  

Artículo 5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se encuentren en 
curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos 
señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así:  
(…) 
(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 
materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su recepción.  
(…) 

 
Finalmente, le manifestamos que la señora Auditora General de la República en cumplimiento de 
las disposiciones del Decreto-Legislativo 491 de 2020, expidió la Resolución Reglamentaria No. 005 
del 31 de marzo de 2020 “Por la cual se modifica la Resolución Reglamentaria No. 004 de 2020 y se toman 

otras medidas por motivos de salubridad pública.”, autorizando en su artículo 4º, el uso de la firma 
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escaneada por parte de los directivos de la entidad en los documentos dirigidos a los usuarios, y en 
el artículo 5º su comunicación y notificación a través de medios electrónicos (dirección 
electrónica). 
 
Los conceptos emitidos por la Oficina Jurídica de la Auditoría General de la República relacionados 
en el presente concepto, pueden ser consultarlos en el siguiente enlace: 
http://www.auditoria.gov.co/web/guest/auditoria/normatividad/conceptos-juridicos 
 
Para este Despacho es importante conocer la percepción sobre la atención brindada, para lo cual, 
adjunto a la presente encontrará un formato de encuesta para que lo diligencie y nos lo remita a la 
dirección de correspondencia Calle 26 Nro. 69-76 Piso 17, Edificio Elemento, Torre 4 de Bogotá o a 
los correos electrónicos jurídica@auditoria.gov.co y fljimenez@auditoria.gov.co. Si para usted 
resulta más cómodo, también puede diligenciarla de manera virtual a través de nuestra página 
web www.auditoria.gov.co ingresando por el botón SIA, seleccionando la opción SIA ATC ATENCIÓN 
AL CIUDADANO, estando allí, seleccione el botón Encuesta de Satisfacción e ingrese los dígitos del 
código SIA-ATC que aparecen en la referencia de la presente comunicación y la contraseña 
84d2ed05, también puede consultar su solicitud seleccionando el botón Consultar Solicitud 
ingresando igualmente el mismo código SIA-ATC y contraseña. 
 
Atentamente, 
 
 
 
PABLO ANDRÉS OLARTE HUGUET 
Director Oficina Jurídica 
 
Anexo: Formato encuesta de satisfacción 
 
  Nombre y Apellido Firma  Fecha 

Proyectado por: Fabio Luis Jiménez Castro   02/08/2021 

Revisado por: Pablo Andrés Olarte Huguet   05/08/2021 

Aprobado por: Pablo Andrés Olarte Huguet   05/08/2021 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones legales 
vigentes y por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para la firma. 
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